PROYECTO DE COMUNICACIÓN

PEDIDO DE INFORMES

La Cámara de Diputados de la Provincia de Santa Fe vería con agrado que el Poder Ejecutivo, a través del Ministerio de Gobierno, informe:

1. Si el Comisario mayor Hugo Colombo ocupa actualmente el cargo de  Subjefe de la Unidad Regional XVII con sede en la ciudad de San Lorenzo.

2. Si el citado comisario es la misma persona denunciada en la causa Feced por el imputado José Rubén Lofiego en su declaración indagatoria del día 9 de setiembre de 2004, obrante a fs. 10286 y ss cuerpo 49 de estos autos y en la ampliación de la misma realizada el día 29 de setiembre de 2004, obrante a fs.10559 y ss, cuerpo 50, que se tramita en el Juzgado Federal de Rosario a cargo del Dr. Sutter Schneider, donde se cita a Colombo junto a un grupo de miembros de las Fuerzas de Seguridad como responsables de secuestros, torturas y desapariciones.

3. Si para su ascenso se tuvo en cuentas la citada denuncia y los antecedentes del mismo, quien según declara Rubén Lofiego, fue sometido a proceso en 1979 en el Juzgado Federal del Dr. Carrillo Avila por apremios ilegales.

4. Si el Ministerio pidió al Dr. Sutter Schneider alguna información respecto a la situación procesal del citado comisario.

5. Si en caso de comprobarse que el Comisario Hugo Colombo es la misma persona sobre la cual pesan denuncias por delitos de lesa humanidad, qué medidas piensa tomar el Ministerio de Gobierno dado que el mismo está en funciones a cargo de personal policial.

Señor Presidente:

Mucho se habla sobre la supuesta depuración de las fuerzas policiales en la provincia de Santa Fe, pero lo cierto es que desde 1983 hasta hoy hemos tenido funcionarios acusados de delitos de lesa humanidad como Nicolás Correa, Rodolfo Riegé, presidentes comunales como Mario Fassino o jueces como Victor Brusa que han sido nombrado bajo el período democrático.

Todavía quedan dentro de la fuerzas policiales miembros de la misma que participaron de la represión ilegal durante la dictadura que comenzó en 1976.

Algunos de ellos son mencionados incluso en documentos como el Informe Borgonovo, elaborado por el propio Ministerio de Gobierno, y a pesar de ello han sido ascendidos en estos años de democracia.

Otros integran las filas de las agencias de seguridad, cuyos nombres no son chequeados al habilitarlos.

Si bien algunos de ellos no están aún procesados, el Ministerio de Gobierno debería tomar alguna medida que no los habilite a tener personal a su cargo hasta tanto la justicia determine su participación o no, en estos hechos aberrantes.

Por todo lo expuesto solicito a mis pares la aprobación del presente proyecto de comunicación.

